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                    Corte Suprema de Justicia
                           Dirección Jurídica

San José, 18 de abril de 2016.
N° DJ-AJ-543-2016 / N° 1427-DE-2016 / GH

“SE REPRODUCE POR ERROR LO SUBRAYADO Y  EN NEGRITA EN LA PARTE DE CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES PUNTO V. 5”

Licenciada
Silvia Navarro Romanini

Secretaria General de la Corte

S. D.

Estimada señora:

En relación a la consulta formulada por la Corte Plena en la sesión N° 2-16 celebrada el 18 de enero del 2016, artículo XVII, le remitimos el presente estudio.

Informe sobre la situación concreta de las personas solicitantes del traslado de cuotas de los fondos por concepto de cesantía a Coopejudicial R. L.

I.- Antecedentes:

La Corte Plena en la sesión N° 2-16 celebrada el 18 de enero del 2016, artículo XVII, acordó lo siguiente:

“Con sustento en el criterio emitido por la Dirección Jurídica, se acordó: 1.) Denegar las gestiones presentadas por el máster Carlos Montero Jiménez, en su condición de Gerente de la Federación de Asociaciones Cooperativas de Ahorro y Crédito de Costa Rica R. L. (FECOOPSE R. L) y del señor Óscar Umaña Chacón, Gerente General de Coopejudicial R.L., al considerarse que COOPEJUDICIAL R.L., no está legitimada para establecer ninguna negociación con el Poder Judicial. 2.) Solicitar a las Direcciones Jurídica, Ejecutiva y de Gestión Humana, se sirvan analizar la situación concreta de las servidoras y de los servidores judiciales Roberto Pérez Vargas,　Bismark Mena Sequeira, Óscar Jiménez Rodríguez, Irene Herrera Acuña, Emilce Castrillo Vargas, Maikol Barboza Zúñiga, Miguel Alfaro Gómez, Alexandra Marín Chinchilla, Leda Córdoba Montero, Juan José Carvajal S., Olga Guerrero Córdoba, Gabriela Fonseca Rojas, Leslie Carvajal Garay, Alma Cunningham　A, Reyni Campos, Pablo Álvarez Arias, Miguel Chavarría　C., Roberto Ramírez　G., Rodrigo Londoño Rodríguez, Susana Salazar Díaz, Johnny Morales Saborío, Esteban Salazar Chacón, Arlette Enríquez Porras y Ana Bermúdez Angulo, a efecto de determinar la viabilidad de su petición, si están afiliados a la Asociación Solidarista de Servidoras y Servidores Judiciales (ASOSEJUD) y si lo que están solicitando es únicamente el traslado de los fondos que la parte patronal les deposita en dicha asociación por concepto de cesantía a COOPEJUDICIAL R.L., e informen a esta Corte lo que proceda.”

II.- Normativa:

La Constitución Política establece lo siguiente:
· “Artículo 11.-  Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad y no pueden arrogarse facultades que la ley no le concede.  Deben prestar juramento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes.  La acción para exigirles la responsabilidad penal de sus actos es pública.”  (Principio de Legalidad Administrativa).

La Ley General de la Administración Pública dispone lo siguiente:
· “Artículo 11.-  1. La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes.
2. Se considerará autorizado el acto regulado expresamente por norma escrita, al menos en cuanto a motivo o contenido, aunque sea en forma imprecisa.”  (Principio de Legalidad Administrativa).

La Ley de Asociaciones Solidaristas, N° 6970 de 7 de noviembre de 1984, publicada en La Gaceta N° 227 de 28 de noviembre de 1984, contiene las siguientes regulaciones sobre el tema planteado:

· “Artículo 1.- Las asociaciones solidaristas son organizaciones sociales que se inspiran en una actitud humana, por medio de la cual el hombre se identifica con las necesidades y aspiraciones de sus semejantes, comprometiendo el aporte de sus recursos y esfuerzos para satisfacer esas necesidades y aspiraciones de manera justa y pacífica. Su gobierno y su administración competen exclusivamente a los trabajadores afiliados a ellas.”

· “Artículo 4.-  Las asociaciones solidaristas son entidades de duración indefinida, con personalidad jurídica propia, que, para lograr sus objetivos podrán adquirir toda clase de bienes, celebrar contratos de toda índole y realizar toda especie de operaciones lícitas encaminadas al mejoramiento socioeconómico de sus afiliados, en procura de dignificar y elevar su nivel de vida. En tal sentido podrán efectuar operaciones de ahorro, de crédito y de inversión, así como cualesquiera otras que sean rentables. Asimismo, podrán desarrollar programas de vivienda, científicos, deportivos, artísticos, educativos, y recreativos, culturales, espirituales, sociales, económicos, lo mismo que cualquier otro que lícitamente fomente los vínculos de unión y cooperación entre los trabajadores, y entre éstos y sus patronos. Las asociaciones solidaristas podrán realizar las actividades señaladas en este artículo, siempre y cuando no comprometan los fondos necesarios para realizar las devoluciones y pagos de cesantía que establece esta ley.”

· “Artículo 6.- El Estado procurará el fortalecimiento y desarrollo de las asociaciones solidaristas.”

· “Artículo 17.- Perderá sus derechos en la asociación el afiliado que se separe de ella, con excepción de:
a) Las cantidades que la asociación haya retenido a su nombre en calidad de ahorro más los rendimientos correspondiente. 
b) Los créditos personales del asociado a favor de la entidad. 
c) Los derechos de cesantía y demás beneficios que por ley le correspondan.”

· “Artículo 18.- Las asociaciones solidaristas contarán con los siguientes recursos económicos:

a) … 

b) El aporte mensual del patrono en favor de sus trabajadores afiliados, que será fijado de común acuerdo entre ambos de conformidad con los principios solidaristas. Este fondo quedará en custodia y administración de la asociación como reserva para prestaciones. 

Lo recaudado por este concepto, se considerará como parte del fondo económico del auxilio de cesantía en beneficio del trabajador, sin que ello lo exonere de la responsabilidad por el monto de la diferencia entre lo que le corresponda al trabajador como auxilio de cesantía y lo que el patrono hubiere aportado. 

c) … 

ch) …”
· “Artículo 19.-  Las asociaciones solidaristas necesariamente establecerán un fondo de reserva para cubrir el pago del auxilio de cesantía y la devolución de ahorros a sus asociados. La asamblea general fijará la cuantía de la reserva.”
· “Artículo 21.-  Las cuotas patronales se utilizarán para el desarrollo y cumplimiento de los fines de la asociación, y se destinarán prioritariamente a constituir un fondo para el pago del auxilio de cesantía. Este fondo se dispondrá de la siguiente manera:

a) Cuando un afiliado renuncie a la asociación pero no a la empresa, el aporte patronal quedará en custodia y administración de la asociación para ser usado en un eventual pago del auxilio de cesantía a ese empleado, según lo dispuesto en los incisos siguientes. 

b) Si un afiliado renunciare a la empresa, y por lo tanto a la asociación, recibirá el aporte patronal, su ahorro personal y cualquier otro ahorro o suma a que tuviere derecho, más los rendimientos correspondientes. 

c) Si un afiliado fuere despedido por justa causa, tendrá derecho a recibir el aporte patronal acumulado, sus ahorros, más los rendimientos correspondientes.

ch) Si un afiliado fuere despedido sin justa causa, tendrá derecho a recibir sus ahorros, el aporte patronal y los rendimientos correspondientes. Si el aporte patronal fuere superior a lo que le corresponde por derecho de auxilio de cesantía, lo retirará en su totalidad. Si el aporte patronal fuere inferior a lo que le corresponde, el patrono tendrá obligación de cubrir la diferencia.

d) En caso de retiro de un trabajador por invalidez o vejez, el pago total de lo que le corresponda se le hará en forma directa e inmediata. Si fuere por muerte, se hará la devolución de sus fondos conforme con los trámites establecidos en el artículo 85 del Código de Trabajo.”  (Las negritas y el subrayado no son del original).

La Ley de Regulación de Actividad de Intermediación Financiera de Organizaciones Cooperativas, N° 7391 de 27 de Abril de 1994 (publicada en La Gaceta N° 99 de 24 de Mayo de 1994), fue reformada por Ley N° 9147 de 9 de julio del 2013, publicada en La Gaceta N° 139 de 19 de julio del 2013.  A través de dicha reforma se modificó el artículo 23 inciso ch)  a fin de otorgar  a las cooperativas la facultad de administrar la cesantía.   De conformidad con el nuevo texto, los artículos 23 y 24 de la citada ley establecen lo siguiente:

· “Artículo 1.-  La presente Ley tiene por objeto regular la actividad de intermediación financiera que realizan las organizaciones cooperativas, con el propósito de que cumplan con sus objetivos económicos y sociales y garanticen a los asociados, la más eficiente y segura administración de sus recursos.”
· “Artículo 23.- (*)  “Las organizaciones cooperativas de ahorro y crédito podrán efectuar las siguientes operaciones de confianza:

 

a) Recibir, para su custodia, fondos, valores, documentos y objetos y alquilar cajas de seguridad para la guarda de valores.

 

b) Efectuar cobros y pagos por cuenta ajena.

 

c) Establecer fondos de retiro y de mutualidad, de acuerdo con la ley.

 

ch) Administrar los aportes patronales de sus asociados, empleados de las instituciones públicas o privadas, cuyo monto mensual será fijado de común acuerdo entre empleados y empleador para que se constituya un fondo destinado prioritariamente al pago de auxilio de cesantía, si es la voluntad expresa del trabajador esa administración.(*) 

 

Para administrar estos aportes patronales se establecen las siguientes disposiciones:

 

i) Deberá crearse un fondo con estados contables separados. Los recursos deberán invertirse en préstamos para los trabajadores asociados beneficiarios de los fondos, en títulos o valores del sector público, de bancos del Sistema Bancario Nacional, el Banco Popular y de Desarrollo Comunal y demás entes supervisados por la Sugef, siempre y cuando esta última les haya dado una calificación de riesgo normal en los dos últimos períodos anuales, como mínimo. Del monto destinado a inversiones, el setenta por ciento (70%), como mínimo, deberá destinarse al sector público.

 

ii) Cuando un asociado renuncie a la cooperativa pero continúe laborando para la misma institución pública o privada, el aporte patronal quedará en custodia y administración de la cooperativa, para ser entregado al trabajador cuando por cualquier causa cese la relación laboral. Por voluntad expresa de la persona trabajadora, la cooperativa podrá trasladar los recursos para su administración a otra entidad u órgano autorizado por la ley.
 

iii) El aporte patronal se dispondrá de la siguiente manera:

 

a) Si un trabajador-asociado fuera despedido sin justa causa tendrá derecho a recibir el aporte patronal y los rendimientos correspondientes. Si el aporte patronal fuera superior a lo que le corresponde por derecho de auxilio de cesantía, lo retirará en su totalidad. Si el aporte patronal fuera inferior a lo que le corresponde, el patrono tendrá la obligación de cubrir la diferencia.

 

b) Si un asociado renunciara a la empresa o fuera despedido por justa causa tendrá derecho a recibir el aporte patronal acumulado más los rendimientos correspondientes.

 

c) En caso de retiro de un trabajador por invalidez o vejez, el pago total de lo que le corresponda se le hará de forma directa e inmediata. Si fuera por muerte, se hará la devolución de sus fondos conforme a los trámites establecidos en el artículo 85 del Código de Trabajo.

 

iv) En los casos de disolución, liquidación y/o dificultades financieras de las entidades administradoras de los aportes patronales, ninguna persona física o jurídica podrá alegar derechos sobre los aportes indicados en este artículo ni sus rendimientos, pues estos aportes patronales no forman parte del patrimonio de las entidades administradoras y por tanto los únicos dueños serán, en toda circunstancia, los trabajadores asociados. En razón de lo anterior, quedan facultadas las cooperativas de ahorro y crédito para girar a sus asociados, con la periodicidad que ellas determinen, los rendimientos generados por los aportes patronales realizados a favor de los trabajadores.

 

v) El Estado y sus instituciones, las instituciones públicas no estatales o las empresas privadas que realicen un aporte patronal mensual fijado de común acuerdo con sus trabajadores, destinado prioritariamente a la constitución de un fondo para el pago del auxilio de cesantía, quedan autorizadas y deben realizar dicho aporte de forma continua e ininterrumpida a favor del trabajador en la cooperativa de ahorro y crédito o en la entidad autorizada que el trabajador libremente escoja para administrar el aporte.

(*) El inciso ch) del presente artículo ha sido reformado mediante Ley No. 9147 de 9 de julio del 2013. La Gaceta N° 139 de 19 de julio del 2013.
 
(*) El inciso ch) del presente artículo ha sido reformado mediante Ley No. 7849 de 20 de noviembre de 1998. La Gaceta N° 246 de 18 de diciembre de 1998
 
(*) El nombre del ente contralor bancario ha sido modificado mediante Ley No. 7558 de 3 de noviembre de 1995.

· Artículo 24.-  “Las operaciones señaladas en el artículo anterior podrán efectuarse con asociados o con no asociados. Los excedentes generados por las operaciones con estos últimos, no serán retornables y deberán destinarse a reservas irrepartibles.”

III.- Análisis:
Para un mejor entendimiento y con base en la normativa citada, las consultas realizadas por la Corte Plena, se abordarán de la siguiente manera:

"1- ¿Quienes están afiliados a ASOSEJUD? 

2- ¿Si lo solicitado es únicamente el traslado de los fondos que el patrono deposita en ASOSEJUD por concepto de cesantía a COOPEJUDICIAL?¿Viabilidad de lo consultado?

3- ¿Determinar la viabilidad de su petición?"
III.1.- “¿Quienes están afiliados a ASOSEJUD?” 

La Dirección Jurídica solicitó a la Dirección de Gestión Humana que informara, si efectivamente las  personas mencionadas en el citado acuerdo de Corte Plena, están afiliadas a la Asociación Solidarista de Servidoras y Servidores Judiciales.

Así, mediante el oficio N° 488-UD-AS-2016 de 12 de Febrero del 2016, suscrito por la Licda. Yexinia Zúñiga Martínez, Coordinadora Unidad a.i., la Licda. Maureen Siles Mata, Jefa a.i. Administración Salarial, la Licda. Waiman Hin Herrera, Subdirectora a.i. de Gestión Humana, y el MBA José Luis Bermúdez Obando Director de Gestión Humana, se indicó lo siguiente:

“En atención, al acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión Nº 2-16 celebrada el 18 de enero del presente año, en el que solicita se analice a viabilidad de la petición de algunos servidores judiciales para que se trasladen los fondos que la parte patronal ha depositado en la Asociación Solidarista de Servidores Judiciales (ASOSEJUD) por concepto de cesantía a su nombre a  COOPEJUDICIAL R.L, nos permitimos brindar la siguiente información:

1. Basada en la situación concreta de los servidores y servidoras judiciales mencionados en el oficio 1255-16 de la Secretaría General de la Corte, se presenta un cuadro que resume lo siguiente: nombre del servidor, identificación y la afiliación a las diferentes entidades gremiales: Asociación Solidarista de Servidores Judiciales (ASOSEJUD) y Cooperativa de Empleados Judiciales (COOPEJUDICIAL),  tomando como referencia la primera quincena de febrero del 2016:

	Servidor
	Identificación
	Afiliado ASOSEJUD
	Afiliado COOPEJUDICIAL

	Roberto Pérez Vargas
	01-0897-0374
	 
	√

	Bismark Mena Sequeira
	09-0094-0775
	 
	√

	Óscar Jiménez Rodríguez
	01-0870-0922
	 
	√

	Irene Herrera Acuña
	01-0722-0951
	√
	 

	Emilce Castrillo Vargas
	01-0700-0636
	 
	√

	Maikol Barboza Zúñiga
	01-1557-0807
	√
	 

	Miguel Alfaro Gómez
	02-0648-0012
	√
	 

	Alexandra Marín Chinchilla
	01-0594-0734
	√
	 


	Leda Córdoba Montero
	01-0877-0364
	 
	√

	Juan José Carvajal Siles
	01-1236-0225
	√
	√

	Olga Guerrero Córdoba
	01-0743-0914
	√
	√

	Gabriela Fonseca Rojas
	03-0380-0135
	 
	√

	Leslie Carvajal Garay
	01-1068-0264
	√
	√

	Alma Cunningham Arana
	07-0066-0882
	√
	 

	Reyni Campos Acuña
	01-0769-0131
	√
	√

	Pablo Álvarez Arias
	01-1150-0470
	√
	√

	Miguel Chavarría Castro
	01-0640-0717
	√
	√

	Roberto Ramírez Gamboa
	03-0386-0644
	 
	 

	Rodrigo Londoño Rodríguez
	09-0084-0242
	√
	√

	Susana Salazar Díaz
	01-1199-0495
	√
	√

	Johnny Morales Saborío
	01-0927-0014
	√
	√

	Esteban Salazar Chacón
	01-1296-0124
	 
	√

	Arlette Enríquez Porras
	05-0240-0887
	√
	√

	Ana Bermúdez Angulo
	05-0186-0378
	√
	√


2. En el caso de los señores Maikol Barboza Zúñiga y Roberto Ramírez Gamboa, ambos en condición de interinos, a la fecha no registran nombramiento, sin embargo, revisando las deducciones aplicadas en el mes de diciembre, el señor Barboza Zúñiga se encuentra afiliado a la Asociación Solidarista de Servidores Judiciales (ASOSEJUD), mientras que el señor Ramírez Gamboa no cuenta con la afiliación en ninguna de las dos entidades."
De esta información se desprende que no todas las personas gestionantes, que aparecen en el acta de la Corte Plena antes mencionada, están afiliadas a la ASOSEJUD.

III.2.- “¿Si lo solicitado es únicamente el traslado de los fondos que el patrono deposita en ASOSEJUD por concepto de cesantía a COOPEJUDICIAL?”
En escrito presentado el 28 de enero del 2015 que las personas trabajadoras realizan indican:

"Por este medio en primera instancia les enviamos un caluroso saludo. De seguido y en nuestra condición de funcionarios activos del Poder Judicial y siendo que desde hace algún tiempo nos hacen el depósito del porcentaje respectivamente acordado de lo correspondiente al Auxilio de Cesantía en la Asociación Solidarista; solicitamos respetuosamente que dichos aportes correspondientes a la parte patronal, en lo sucesivo sean depositados en nuestras cuentas correspondientes por ese concepto en la Cooperativa de Ahorro y Crédito de los Servidores Judiciales, Coopejudicial R.L., con fundamento en inciso ch del artículo 23 de la ley 7391.

Así mismo que el monto acumulado por los aportes patronales a dicho auxilio que se han venido haciendo a favor de los suscritos sean también trasladados a Coopejudicial R.L."

De lo manifestado por las y los gestionantes, se desprende como primera petición que los aportes correspondientes de la parte patronal por concepto de cesantía, en lo sucesivo, se sigan depositando en las cuentas que tienen en Coopejudicial. Como segunda petición, solicitan que el monto acumulado durante la relación laboral, sea trasladado a la Cooperativa de Ahorro y Crédito de los y las Servidores Judiciales. 
III.3.- “¿Determinar la viabilidad de su petición?”

En cuanto a esta consulta, como preámbulo que facilita el entendimiento del tema aquí analizado, es importante hacer una breve referencia al origen de los fondos que manejan las asociaciones solidaristas y las cooperativas.  Al respecto, la Sala Constitucional ha señalado lo siguiente:

“El movimiento solidarista se guía por los valores de solidaridad, integración, compromiso social y transparencia. De conformidad con el artículo 1º de la Ley de Asociaciones Solidaristas, No. 6970 de 7 de noviembre de 1984, "(...) Las asociaciones solidaristas son organizaciones sociales que se inspiran en una actitud humana, por medio de la cual el hombre se identifica con las necesidades y aspiraciones de sus semejantes, comprometiendo el aporte de sus recursos y esfuerzos para satisfacer esas necesidades y aspiraciones de manera justa y pacífica (...)". Asimismo, el segundo numeral de esa Ley dispone que: "(...) Los fines primordiales de las asociaciones solidaristas son procurar la justicia y la paz social, la armonía obrero-patronal y el desarrollo integral de sus asociados (...)". Se trata de organizaciones privadas con personalidad jurídica cuyos recursos provienen de dos fuentes principales: el ahorro mensual de los trabajadores y, un aporte del patrono, el cual no es una donación, sino que corresponde a un adelanto sobre la cesantía del trabajador, que se entrega junto con su ahorro y el rendimiento, en el momento que abandone la empresa, sea voluntariamente o por despido. De esta forma, se constituye un fondo de ahorro, a nombre de los trabajadores, quienes lo administran por medio de una Directiva, en función de un plan de desarrollo económico y social. El solidarismo funciona con la representación paritaria de representantes patronales y dirigentes de los trabajadores, en los órganos de dirección y con el aporte equitativo de unos y otros, con el fin de lograr mejores condiciones de vida y el mantenimiento de la paz social. Las asociaciones solidaristas se distinguen claramente de los otros dos tipos de formas de organización social con mención constitucional expresa: los Sindicatos y las Cooperativas. Difieren sustancialmente de los primeros, en el tanto, según lo preceptuado por el artículo 339 del Código de Trabajo, Ley No. 2 de 23 de agosto de 1943, el  "(...) Sindicato es toda asociación permanente de trabajadores o de patronos o de personas de profesión u oficio independiente, constituida exclusivamente para el estudio, mejoramiento y protección de sus respectivos intereses económicos y sociales, comunes (...)". Las prerrogativas sindicales son especiales, garantizadas por convenios internacionales (Nos. 87 y 98 de la Organización Internacional del Trabajo) e insustituibles en materia de negociación colectiva. Por su parte, las cooperativas, a tenor de lo preceptuado por el artículo 2 de la Ley de Asociaciones Cooperativas y de creación del INFOCOOP, No. 4179 de 22 de agosto de 1968, son: "(...) asociaciones voluntarias de personas y no de capitales, con plena personalidad jurídica, de duración indefinida y de responsabilidad limitada, en las que los individuos se organizan democráticamente a fin de satisfacer sus necesidades y promover su mejoramiento económico y social, como un medio de superar su condición humana y su formación individual, y en las cuales el motivo del trabajo y de la producción, de la distribución y del consumo, es el servicio y no el lucro (...)". Éstas actúan con recursos provenientes de los aportes de sus afiliados, sin que medie aportación alguna por parte del patrono. Esto por cuanto las cooperativas están integradas por personas de diferentes sectores sociales –no necesariamente integrados por trabajadores de una misma empresa – que se organizan a fin de obtener su desarrollo socioeconómico a través de la cooperación (ver en este sentido la sentencia No. 2008-012248 de las 14:36 hrs. de 13 de agosto de 2008). Pese a que se trata de diferentes formas de organización con fines de superación social, verdaderamente, cada una tiene su propia naturaleza traducida en forma de integrarse y campos de acción separados, lo que necesariamente provocó que el legislador dictara una regulación independiente para cada una de ellas, así como prohibiciones de interferencia, expresadas en el artículo 8 de la Ley de Asociaciones Solidaristas, No. 6970 de 7 de noviembre de 1984. En una sociedad verdaderamente democrática, estas tres formas de organización social, deben existir a plenitud”.  (Sala Constitucional,  voto N° 2010-9927 de las 14:59 horas del 9 de junio de 2010. Resaltado no es del original).

Las asociaciones solidaristas tienen una ley especial que regula su funcionamiento;  están constituidas como asociaciones que procuran el bienestar de las y los trabajadores,  su principal función consiste en administrar el fondo de cesantía compuesto por el aporte de los patronos, sean estos públicos o privados.   Se puede afirmar que la característica de las asociaciones solidaristas está precisamente en la participación del patrono, a través de los aportes al fondo de cesantía. Este aporte, de conformidad con los artículos 18 y 21 de la Ley de Asociaciones Solidaristas, constituye un fondo que deberá ser destinado a cubrir el auxilio de cesantía de las personas trabajadoras.   (En este sentido véase Procuraduría General de la República, en el dictamen C-121-2015 de 27 de mayo del 2015).

En relación al fondo de cesantía, la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, ha dicho en forma reiterada que el aporte patronal constituye una verdadera transformación del auxilio de cesantía.  Al respecto la citada Sala señaló lo siguiente:

“La ventaja que, para el trabajador, representa el solidarismo consiste en que el empleador paga por anticipado, parcial o totalmente, la cesantía, la cual se transforma, así, en un derecho. El aporte patronal se le entrega, mensualmente, a la Asociación Solidarista, que es una persona jurídica independiente del empleador (artículo 4 de la Ley de Asociaciones Solidaristas), saliendo de esa forma definitivamente de la esfera de la empresa, lo que constituye una protección contra el riesgo económico de ésta, puesto que pasa a formar parte de otro patrimonio.  Esos aportes se acreditan a la cuenta individual del trabajador, durante todo el tiempo que dure la relación laboral (y se mantenga la afiliación a la Asociación Solidarista). Se va creando así un fondo al cual, el trabajador, tiene acceso, independientemente de la causa de terminación del contrato, pero a partir de ésta. En este sistema, la proporción de la cesantía aportada, constituye un derecho adquirido (indiscutible, cierto, no litigioso) y no ya una mera expectativa de derecho; aparte de que, eventualmente, se rompe el tope de ocho años, fijado en el Código de Trabajo. Cabe recalcar que ese fondo, constituido por los aportes patronales, pasa a ser propiedad del trabajador. Esas sumas salen del patrimonio de la empresa (la cual, por ese porcentaje y monto, se descarga de ese pasivo), teniendo la Asociación sobre dichos montos meras facultades de administración y de custodia, no incorporando, dentro de su propio patrimonio, esos aportes. Cuando se termina la relación laboral, de alguno de los trabajadores, la Asociación Solidarista debe girar al trabajador el monto del aporte patronal, depositado a su nombre; y, entonces, el empleador, si fuera del caso, únicamente tendría que cancelar la diferencia, para cubrir el monto total, legal o convencional, de la respectiva cesantía. En otras palabras, del total del auxilio de cesantía, a que tenga derecho el trabajador, se rebaja el aporte patronal, el cual puede retirar el empleado, en la propia Asociación. El empleador, de quien el trabajador demande el auxilio de cesantía, puede excepcionarse del pago en el monto a que ascienda su aporte patronal….”  (Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, resolución N° 2009-1068 de las 09:42 horas del 23 de octubre de 2009. En el mismo sentido, véanse las resoluciones 2002-373 de las 15:10 horas del 26 de julio del 2002, N° 2004-893 de las 10:10 horas del 27 de octubre de 2004; N° 2005-090 de las 09:35 horas del 16 de febrero de 2005; N° 2005-721 de las 09:30 horas del 26 de agosto de 2005, N° 1150-2009 de las 09:10 horas del 12 de noviembre de 2009, las negritas y el subrayado no son del original).

De lo anteriormente señalado por la Sala Segunda, es relevante destacar que la Ley de Asociaciones Solidaristas no modifica la naturaleza jurídica de la cesantía; sino que, esta Ley viene a ampliar el alcance de aplicación del auxilio de cesantía a favor del trabajador y la trabajadora,  porque permite que sea pagada independientemente de la causa de terminación del contrato.  (En este sentido véase Procuraduría General de la República dictamen C-121-2015 de 27 de mayo del 2015).

En cuanto a las facultades de administración y custodia sobre los fondos de cesantía,  la Procuraduría General de la República, en la opinión jurídica OJ-042-2001 de 20 de abril del 2001, señaló que en las asociaciones solidaristas, los fondos que provienen de la parte patronal, se  traspasan únicamente con fines de custodia y administración.  La administración de estos, debe  apegarse al destino específico del fondo, establecido en el artículo 21 de la Ley de Asociaciones Solidaristas  de 7 de noviembre de 1984.   Según la citada norma,  “Las cuotas patronales se utilizarán para el desarrollo y cumplimiento de los fines de la asociación, y se destinarán prioritariamente a constituir un fondo para el pago del auxilio de cesantía…”  (El subrayado no es del original).
Asimismo, y mediante la aprobación de la Ley de Regulación de Intermediación Financiera de las Organizaciones Cooperativas de 27 de Abril de 1994,  el legislador les otorga a las cooperativas facultades de custodia y administración  de los fondos de cesantía (artículo 23 inciso ch). 

En relación a este tema, la Procuraduría General de la República señaló lo siguiente:

“Al igual que sucede con las asociaciones solidaristas, las cooperativas carecen de un derecho de propiedad respecto de los recursos correspondientes al auxilio de cesantía, lo que se dobla con la carencia de un derecho irrestricto en la administración de esos fondos, ya que deben ajustarse a las siguientes disposiciones: …[las establecidas en el artículo 23 inciso ch de la Ley de Regulación de Intermediación Financiera de las Organizaciones Cooperativas].”   (Procuraduría General de la República, en la opinión jurídica OJ-042-2001 de 20 de abril del 2001).
Ahora bien, en cuanto al análisis de la procedencia de la petición concreta  de traslado de los fondos de cesantía -que actualmente están en la Asosejud en vista de que ya fueron depositados- para trasladarlos a la Coopejudicial, debe señalarse que la Dirección Jurídica revisó la Ley de Asociaciones Solidaristas, y no se encontró ninguna norma que contemple la posibilidad para que una asociación solidarista traslade fondos de cesantía a otra entidad.  Mas al contrario, el artículo 21 inciso a)  de dicha ley, es claro y expreso al  establecer que “Cuando un afiliado renuncie a la asociación pero no a la empresa, el aporte patronal quedará en custodia y administración de la asociación para ser usado en un eventual pago del auxilio de cesantía a ese empleado, según lo dispuesto en los incisos siguientes…”  (Las negritas no son del original).

En la Ley de Regulación de Actividad de Intermediación Financiera de Organizaciones Cooperativas,  N° 7391 de 1994, es más flexible puesto que el artículo 23 inciso ch) apartado ii)  dispone lo siguiente:

 “Cuando un asociado renuncie a la cooperativa pero continúe laborando para la misma institución pública o privada, el aporte patronal quedará en custodia y administración de la cooperativa, para ser entregado al trabajador cuando por cualquier causa cese la relación laboral. Por voluntad expresa de la persona trabajadora, la cooperativa podrá trasladar los recursos para su administración a otra entidad u órgano autorizado por la ley.” (Las negritas y el subrayado no son del original).

Dicho en otras palabras, es la ley N° 7391, que se reconoce el derecho del trabajador a escoger en cuál organización desea que se deposite en custodia y administración su reserva para el pago del auxilio de cesantía.   Sin embargo,  debe resaltarse que esta norma aplica si el fondo se tiene en una cooperativa y se termina la relación del trabajador con ésta, pero el trabajador continúa laborando para el mismo patrono.  La ley N° 7391 permite el traslado de una Cooperativa hacia otra entidad autorizada.  Porque en forma expresa y clara el legislador señaló “Por voluntad expresa de la persona trabajadora, la cooperativa podrá trasladar los recursos para su administración a otra entidad u órgano autorizado por la ley” (parte final del artículo 23 inciso ch) apartado ii) de la Ley de Regulación de Actividad de Intermediación Financiera de Organizaciones Cooperativas.
Lo anterior no puede ser de aplicación a la solicitud de traslado de fondos de cesantía, hecha por una asociación solidarista a otra entidad u órgano autorizado por ley, ya que no se cuenta con norma legal que  contemple esta posibilidad, puesto que la Ley de Asociaciones Solidaristas, es clara en establecer que si el afiliado renuncia a la asociación solidarista, la custodia y administración de dinero del respectivo fondo de cesantía de ese trabajador o trabajadora, queda en custodia y administración de la asociación solidarista para ser usado en un eventual pago del auxilio de cesantía de ese empleado o empleada, la única forma de retiro, se contempla, cuando existe ruptura de relación laboral, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 21 inciso a) de la Ley de Asociaciones Solidaristas.
De manera que, existe imposibilidad legal para autorizar las solicitudes concretas de traslado del dinero que hasta el momento el Poder Judicial ha aportado -por concepto de auxilio de cesantía- a la Asociación Solidarista de Servidoras y Servidores Judiciales, para trasladarlas a Coopejudicial. El respectivo fondo de cada una o uno de ellas o ellos, queda en custodia y administración de la asociación solidarista, para ser usado en un eventual pago del auxilio de cesantía de ese empleado o empleada.   Es decir, no se puede autorizar tal traslado, porque hacerlo implicaría violentar la Ley de Asociaciones Solidaristas. Lo señalado líneas atrás,   encuentra fundamentado en el Principio de Legalidad  establecido en los artículo 11 de la Constitución Política y 11 de la Ley General de la Administración Pública.   Debe enfatizarse que el manejo del fondo de cesantía debe hacerse por ley y de acuerdo con lo dispuesto en la ley, así como conforme a los principios constitucionales.  

Ahora bien, lo anterior es de aplicación para quienes ya han decidido que la Asociación Solidarista administre sus aportes por concepto de cesantía, sin embargo existe un grupo de personas servidoras- conforme se indicó- que no se encuentran afiliadas a la ASOSEJUD, lo que implica que con este grupo de personas gestionantes, la institución sí tendría que negociar un eventual aporte patronal y sus condiciones para que proceda este, siempre tomando como parámetro, las líneas de negociación que se tuvieron con la Asociación Solidarista, a fin de no incurrir en un tratamiento desigual para las personas servidoras judiciales.

IV.- Impacto Presupuestario:

De acuerdo con la información suministrada por la Dirección de Gestión Humana, del listado de personal judicial solicitante en estudio existe un total de 16 personas que se encuentran afiliadas a ASOSEJUD, a quienes por no estar contemplado en la Ley de Asociaciones Solidaristas N° 6970, no es factible trasladarle sus fondos a Coopejudicial.


Existen además 8 personas, de las cuales 7 están asociadas solamente a Coopejudicial y 1 que no pertenece ni a ASOSEJUD ni a Coopejudicial.  Asumiendo las mismas condiciones de aporte pactadas por el Poder Judicial con la Asociación, para no incurrir en un trato desigual, estos podrían, eventualmente, tomar la decisión de que los fondos patronales por concepto de cesantía les sean depositados en Coopejudicial, para que se los administre, recursos que se dispondrían de la subpartida 00505 "Contribución Patronal a Fondos Administrados por Entes Privados".

Al respecto considera la Dirección Ejecutiva, para el grupo en concreto de estas 8 personas, no habrá un impacto presupuestario en la subpartida 60301 “Prestaciones Legales”, que impida depositar los fondos por concepto de cesantía a las arcas de Coopejudicial.  Además, se prevé que al haber iguales condiciones en los porcentajes de aporte patronal y de ahorro personal que se habían negociado con la Asociación Solidarista, no se presentará un crecimiento desproporcionado en la cantidad de personas que opten por la administración de la cesantía por parte de la Cooperativa, y por ende, es de esperar que los recursos que en general se han venido presupuestando para trasladar en principio a la ASOSEJUD por concepto de cesantía, se mantengan en el tiempo pero ahora con la posibilidad de ser girados también a la Coopejudicial.  Lo anterior, bajo el entendido de que el Consejo Superior debe acordar con Coopejudicial que las condiciones de aporte patronal y ahorro personal sean las mismas que las que actualmente tiene la Asociación.
V.- Conclusiones y recomendación:
De conformidad con todo lo antes analizado, la Dirección Jurídica, la Dirección Ejecutiva y la Dirección de Gestión Humana,   concluyen y recomiendan lo siguiente:

V.1.- Con base en la información suministrada por la Dirección de Gestión Humana, mediante el oficio N° 488-UD-AS-2016 de 12 de Febrero del 2016, se observó que no todas las personas gestionantes están afiliadas a la Asociación Solidarista de Servidoras y Servidores Judiciales. 

V.2.- La pretensión de las y los gestionantes versó sobre los siguientes puntos:

-Que los aportes correspondientes de la parte patronal por concepto de cesantía, en lo sucesivo, se sigan depositando en las cuentas que tienen en Coopejudicial. 

-Que el monto acumulado durante la relación laboral, sea trasladado a la Cooperativa de Ahorro y Crédito de los y las Servidores Judiciales.

V.3.- Con fundamento en el Principio de Legalidad (artículos 11 de la Constitución Política y 11 de la Ley General de la Administración Pública), y del artículo 21 inciso a) de la Ley de Asociaciones Solidaristas, la Dirección Jurídica recomienda rechazar la solicitud de las y los gestionantes Roberto Pérez Vargas,　Bismark Mena Sequeira, Óscar Jiménez Rodríguez, Irene Herrera Acuña, Emilce Castrillo Vargas, Maikol Barboza Zúñiga, Miguel Alfaro Gómez, Alexandra Marín Chinchilla, Leda Córdoba Montero, Juan José Carvajal S., Olga Guerrero Córdoba, Gabriela Fonseca Rojas, Leslie Carvajal Garay, Alma Cunningham　A, Reyni Campos, Pablo Álvarez Arias, Miguel Chavarría　C., Roberto Ramírez　G., Rodrigo Londoño Rodríguez, Susana Salazar Díaz, Johnny Morales Saborío, Esteban Salazar Chacón, Arlette Enríquez Porras y Ana Bermúdez Angulo,  debido a que no existe ninguna norma legal que contemple la posibilidad de hacer ese tipo de traslado de fondos de cesantía (los ya realizados por la parte patronal), de las cuentas de una Asociación Solidarista a una Cooperativa.  Al contrario,  la Ley de Asociaciones Solidaristas en el artículo 21 inciso a) tiene una disposición clara y expresa que establece una medida distinta a la aquí pretendida por las y los gestionantes, a saber, dicha norma señala que   “Cuando un afiliado renuncie a la asociación pero no a la empresa, el aporte patronal quedará en custodia y administración de la asociación para ser usado en un eventual pago del auxilio de cesantía a ese empleado, según lo dispuesto en los incisos siguientes…”  (Las negritas no son del original).

V.4.- Existe un grupo de personas servidoras- conforme se indicó- que no se encuentran afiliadas a la ASOSEJUD, lo que implica que con este grupo de personas gestionantes, la institución sí tendría que negociar un eventual aporte patronal y sus condiciones para que proceda este, siempre tomando como parámetro, las líneas de negociación que se tuvieron con la Asociación Solidarista, a fin de no incurrir en un tratamiento desigual para las personas servidoras judiciales, ni en un impacto de los recursos institucionales, más allá de lo presupuestado anualmente por concepto de cesantía para su traslado a la ASOSEJUD.

V.5.- Asumiendo las mismas condiciones de aporte pactadas por el Poder Judicial con la Asociación Solidarista, los gestionantes podrían tomar la decisión de que los fondos patronales por concepto de cesantía, les sean depositados en Coopejudicial para que se los administre, recursos que se dispondrían de la subpartida 00505 "Contribución Patronal a Fondos Administrados por Entes Privados".Según la Dirección Ejecutiva, para el grupo en concreto de estas 8 personas, no habrá un impacto presupuestario en la subpartida 60301 “Prestaciones Legales”, que impida depositar los fondos por concepto de cesantía a las arcas de Coopejudicial. 
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